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ACTA DE LA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA POR LA JUNTA DE GOBIERNO LOCAL, EL DÍA 28 DE FEBRERO DE 2017

	Asistentes  

Sra Alcaldesa 

C. Martínez Ramírez

Concejales PSOE.

Juan A. Medina Cobo

Cristina Mora Luján.

B. Nofuentes López 

M. C. Campos Malo 

J.A. Zapata Alguacil

M. T. Ibáñez Martínez 

M. Díaz Montero.

Interventor
J.A. Valenzuela Peral 

Secretario

J.E. Llavata Gascón


	En la Casa Consistorial de la Villa de Quart de Poblet, a veintiocho de febrero de dos mil diecisiete, siendo las veintidós horas y veinticinco minutos (22’25h.) se reúnen en la Sala de Recepciones, sita en la primera planta, los señores Ttes. de Alcalde, anotados al margen, integrantes de la Junta de Gobierno Local, bajo la Presidencia de la Sra. Alcaldesa, Dª Carmen Martínez Ramírez, asistida del Sr. Secretario, y presente el Sr. Interventor, al objeto de celebrar sesión ordinaria de la Junta de Gobierno Local.

A la hora señalada la Sra. Presidenta abrió la sesión, tratándose los siguientes asuntos del orden del día. 

	
	


 0.- APROBACIÓN ACTA ANTERIOR.

Por unanimidad de los señores Tenientes de Alcalde asistentes a la misma, fue  aprobada el  Acta de la sesión  anterior, celebrada el día catorce de febrero del corriente, acordando su transcripción el Libro Oficial correspondiente.

I.- ABONO GASTOS CDAD. PROPIETARIOS A. GIMÉNEZ DEL RÍO Y TASSO, 10.
Leído el escrito presentado por Ensanche Administraciones S.L.P. en relación con la planta baja dcha. del nº 10 de la calle Adolfo Jiménez del Rio.

Vista la escritura de compraventa en la que consta que la cuota de participación en los gastos que le corresponde a dicha planta baja es el 5%.

La Junta de Gobierno Local, por unanimidad de los señores Tenientes de Alcalde asistentes a la misma acuerda desestimar la pretensión de abono de cuota fija dado que ya participa en los gastos comunes con el porcentaje que por escritura la corresponde.

II.- INFORME DE GESTIÓN AGUAS DE VALENCIA S.A.
Visto  el escrito presentado por la mercantil Aguas de Valencia S.A., concesionaria del servicio domiciliario de agua potable en Quart de Poblet, en cumplimiento del pliego de prescripciones técnicas  para la gestión indirecta del servicio público de abastecimiento domiciliario de agua potable.
La Junta de Gobierno Local, por unanimidad de los señores Tenientes de Alcalde asistentes, acuerda:

UNO.- Aprobar el informe de gestión técnico sobre la explotación de Quart de Poblet, pueblo y polígono, con el contenido que figura en el expediente.

DOS.- Dar traslado del presente acuerdo a los interesados.

III.- ADHESIÓN CONVENIOS.
Visto el expediente a aportado acuerda la Junta de Gobierno Local por unanimidad de los señores Tenientes de Alcalde asistentes a la misma:

UNO.- Adherirse al convenio ORVE firmado entre el Ministerio HAFP y la Generalitat Valenciana el 25 de febrero de 2015 y publicado en el BOE nº 64 de 16 de marzo de 2015, dado que Quart de Poblet está incluido en la Resolución con las Entidades Locales seleccionadas como Organismos Intermedios Ligeros de los fondos FEDER.
DOS.- Adherirse al convenio marco entre la Administración General del Estado y la Generalitat Valenciana para la implantación de una red de oficinas integradas de atención al ciudadano en el ámbito territorial de la Comunidad Valenciana.

IV.- BASES SUBVENCIÓN CONCURRENCIA COMPETITIVA.
Vistas las distintas propuesta presentadas en relación con subvenciones en concurrencia competitiva, la Junta de Gobierno Local, por unanimidad de los señores Tenientes de Alcalde presente en la misma, acuerda:
UNO.- Aprobar las bases de la convocatoria de subvenciones en concurrencia competitiva para entidades sociales de Quart de Poblet, para el desarrollo de proyectos de intervención social, ejercicio 2017, y un importe de veintiséis mil euros (26.000 euros)

DOS.- Aprobar las bases de subvenciones en concurrencia competitiva en el ámbito de juventud, deportes y educación para entidades sin ánimo de lucro para el ejercicio de 2017, y que son:
· Deportes: 

· Individuales a deportes jóvenes de Quart

· AMPAS de Quart por el desarrollo de deporte escolar en centro docentes durante el ejercicio de 2017.

· Entidades y clubs deportivos de Quart por participación en escuelas de iniciación Deportiva y participación en competiciones federadas durante el ejercicio 2017.

· Juventud:

· Entidades sin ánimo de lucro para el desarrollo de proyectos para jóvenes durante el ejercicio 2017.

· Para ayudas “Ser Jove” iniciativas juveniles de Quart 

· Educación:

· AMPAS del alumnado de los centros educativos de primari, secundaria y profesional para colaborar en sus actividades y sostenimiento durante el ejercicio 2017.

· AMPAS alumnado CIPFP y asociación del alumnado del centro de formación de personas adultas de Quart, para colaborar en sus actividades y sostenimiento durante el 2017

TRES.- Que se sigan los trámites reglamentarios para la consecución del presente acuerdo, dando las mayor difusión a las mismas.

IV.- AYUDAS SERVICIO MATINAL XIQUETS.
Acuerda la Junta de Gobierno Local conceder ayuda para el Servicio Matinal Xiquets, dirigido a los alumnos de segundo ciclo de infantil y primaria, siguiendo el criterio según las bases reguladoras establecidas en la convocatoria de 2016/2017, y que son:
Daniel Uceda Peris (CC Sgdo. Corazón)

Sebastián y Claudia Horvat Aparisi (CEIP V. PALASI)

VI.- PROPUESTA PLAN CONTROL DE VERTIDOS.
Vista la propuesta de Plan de Control de Vertidos presentada por Aguas de Valencia S.A. 

Emitido informe por los servicios técnicos pertinentes, en el que se hace constar que “… no hay diez 10 empresas que de forma excepcional se les permite gestionar las aguas residuales mediante acumulación en depósito estanco y retirada periódica por gestor autorizado”, sino un número por determinar, por lo que se debe entender que cada año se realizarán este tipo de controles a 10 empresas en esa situación.

La Junta de Gobierno Local, por unanimidad de los señores Tenientes de Alcalde asistentes a la misma, acuerda aprobarlo, dando traslado del presente acuerdo a los intersados.

VII.- SUBVENCIONES

De conformidad con las bases aprobadas en relación a la convocatoria de concesión de subvenciones por la instalación de ascensores en fincas antiguas y rehabilitación de fachadas, cubiertas y bajantes. V

Visto el informe emitido por los servicios económicos en relación al cumplimiento de los requisitos de la convocatoria.
La Junta de Gobierno Local, por unanimidad de los señores Tenientes de Alcalde asistentes a la misma, acuerda:

UNO.- Conceder subvención, para la instalación de ascensor, a la Comunidad de propietarios del nº 24 de la calle Jesús Morante Borrás, por importe de 2.684’38 euros.
DOS.- Denegar, por no hallarse al corriente en las obligaciones fiscales y tributarias con el Ayuntamiento:

· A la Comunidad de Propietarios del nº 24 de la calle Padre Jesús Fernandez, para instalación ascensor.

· A las Comunidades de propietarios, para la rehabilitación de fachada, sitas en 
· Calle La Vega, nº 8.3

· Calle Alexandre VI, 10

· Avd. A. Reino de Valencia, 49

· Calle Cronista Carreres, 17

VIII.- OCUPACIÓN VÍA PÚBLICA.
Dada cuenta de los expedientes tramitados a instancia de los interesados y vistos los informes emitidos, la Junta de Gobierno Local, por unanimidad de los señores Tenientes de Alcalde asistentes a la misma acuerda:

UNO.  Autorizar las siguientes ocupaciones de vía pública con terraza:

a) Con carácter temporal:

- a D. Antonio Fernández Grueso, terraza del bar restaurante “Camarón”, sita en la calle Conde de Rodezno, núm. 12-B, 12 m2, aforo máximo 8 personas, plazo: 3 meses.

- A Arif Mohammad, terraza del bar donner Kebab “SABOR”, sita en la Avda Villalba de Lugo, num. 9B, 10 m2, aforo máximo 7 personas, plazo: 6 meses.

b) Con carácter anual:

·  A Arca CB, terraza del bar “Déjate caer”, sita en la calle Juan de la Cierva, núm. 5-B, 12 m2, aforo máximo 8 personas.

·  A Lord’s Doner 2005 S.L., terraza del bar “Lord’s Doner y Pizzeria”, sita en la Avda San Onofre, núm. 38-B, izq, 12 m2, aforo máximo 8 personas.

·  A D. David Casas Llaosa, terraza del bar “Río Turia”, sita en la calle Paterna, núm. 2-B, 16 m2, aforo máximo 11 personas.

· A DªFlora Martínez Aguado, terraza del bar “Moe’s”, sita en la calle Jesús Morante Borrás, núm. 4B, 12 m2, aforo máximo 8 personas.

· A D. Antonio García Perea, terraza del bar “Montakintos”, sita en la plaza Filomena Valldecabres, núm. 9-B, 40 m2, aforo máximo 26 personas.

· A D.Jorge Aja Rubio, terraza del pub “Jango Quart”, sita en la calle Escultor Damián Forment, núm.6-A-b, 15 m2, aforo máximo 10 personas.

· A Dª Carmen Martí Salcedo, terraza del bar “Mi Capricho”, sita en la calle Pio XII, núm. 3-B, 16 m2, aforo máximo 10 personas.

· A D. Javier Serrano Martínez, terraza del restaurante “Marcelina”, sita en la calle Conde de Rodezno, núm.40-B, 10 m2, aforo máximo 7 personas.

· A D. Julio Campos Martínez, terraza del bar restaurante “Nou Rubi”, sita en la plaza del País Valenciano, num.6-B, 13,60 m2, aforo máximo 9 personas.

·  A D. Felipe Romero Mansilla, terraza del bar “Los Maños”, sita en la Avda San Onofre, núm. 37-B, 24 m2, aforo máximo 16 personas.

· A D. Onofre Navarro Tarín, terraza del pub “Moments”, sita en la calle Escultor Damian Forment, núm. 6-B, 11 m2, aforo máximo 7 personas.

·  A Dª Rocío Cañadas Rivero, terraza bar “Cañadas”, sita en la calle Santa Cecilia, núm. 17-B, 15 m2, aforo máximo 10 personas.

·  A D. Luis Patac Carrillo, terraza bar “Azorín”, sita en la calle Azorín, núm. 11-B, 21 m2, aforo máximo 14 personas.

DOS. Los autorizados deberán satisfacer las tasas reguladas por la vigente Ordenanza.

TRES. La autorización de conformidad con el PGOU de Quart de Poblet, aprobado el 3 de julio de 2002, aplicación del CTE DB SI 3 (densidad de público sentado en bares, cafeterías y restaurantes) y con la vigente Ordenanza Municipal, que regula este tipo de ocupación, se otorga siempre que el solicitante se ajuste a la forma y lugar grafiados en el plano-croquis de su ubicación, así como a la señalización reglamentaria de obstáculo en vía pública (art. 5 y 144.2.b 6º del RGC Anexo I, Señales de Balizamiento, 3.2. Dispositivos Guía de Balizamiento, 3.2 Dispositivos Guía, Balizas Planas).

En caso de necesidad de circulación de peatones o vehículos por actos o urgencia, el titular de la ocupación con mesas y sillas deberá proceder a la retirada inmediata de las mismas a fin de facilitar el paso.
IX.- VADOS
Visto el expediente 65/2016 relativo a la baja del vado permanente a nombre de D. Aurelio Hidalgo Ostos, DNI 22654558H, localizado en la C/ Marqués de Solferit 11 DCHA, número de placa 1284 y 2,50 metros lineales afectados.

De conformidad con los informes emitidos, la Comisión Informativa de Hacienda y Recursos Generales, por unanimidad dictamina que procede:

UNO. Acordar la baja del vado permanente a nombre de D. Aurelio Hidalgo Ostos, DNI 22654558H, localizado en la C/ Marqués de Solferit 11 bajo, número de placa 1284 y 2,50 metros lineales afectados, con fecha de efectos desde el 31 de diciembre de 2016.

DOS. Dar traslado del siguiente acuerdo al interesado y a los servicios técnicos.
X.- EXPEDIENTES RECLAMACIÓN PATRIMONIAL
X.1.- Reclamación de responsabilidad patrimonial Expte RP 8/16

Formulada reclamación de responsabilidad patrimonial, por Dª Victoria Cabello Vargas, por daños ocasionados con motivo de una caída el día 18/02/16, en la vía pública, frente a  la puerta de Bankia, consecuencia de la suciedad de la acera, por la existencia de excrementos de perro.

Visto el informe de la Policía Local, de fecha 17 de mayo de 2016:

“Consta en nuestro archivo la asistencia a la Av. San Onofre nº 26, por requerimiento de mujer que sufre caída en la vía pública a consecuencia de heces en la acera.

La patrulla interviniente requiere la presencia de servicio sanitario para traslado al hospital de Manises, requiriendo los servicios de limpieza para la retirada de las heces que al parecer han ocasionado la caída”.

La cuantificación económica presentada por la reclamante, asciende a 3.500 euros.

En el trámite de audiencia a la empresa adjudicataria, Vareser 96 S.L., manifiesta:

La adjudicataria del servicio de limpieza viaria de Quart de Poblet, realiza las tareas que figuran en las gamas de frecuencia del contrato. Cuando se produce un incidente, fuera de esta gama de frecuencia, se soluciona bajo requerimiento del cliente.

Vareser 96 S.L., no ha tenido conocimiento alguno de los hechos causantes de la reclamación salvo posteriormente al mismo tras el aviso de la policía. 

La limpieza de las calles que figuran en la reclamación de Doña Victoria Cabello Vargas, en avenida San Onofre (en frente puerta Bankia), se realiza mediante barrido manual y barrido mecánico según la frecuencia establecida en el Pliego de Prescripciones Técnicas, esta avenida se limpia todos los días de la semana mediante un operario de barrido manual, y mediante barrido mecánico de apoyo.

Pretender un nivel de intensidad en la prestación del servicio que sin mediar ningún lapso de tiempo mantenga las calles y aceras totalmente limpias resultaría imposible, de acuerdo con lo declarado por el Consejo de Estado en los dictámenes números 581/95, 2922/96, 4250/96, 2149/97, 4346/97, 3765/03.

De acuerdo con la interpretación que el Tribunal Supremo hace del artículo 1.214 del Código Civil en relación con la responsabilidad patrimonial de la Administración, es doctrina consolidada que la relación de causalidad, esto es, que el daño se produjo como consecuencia de una acción u omisión administrativa, debe de ser probada por aquél que alega los daños, y, por tanto, a éste corresponde la carga de su prueba. Así dicho alto Tribunal, en su sentencia de 25 de julio de 2003, afirma que “la carga de la prueba respecto del hecho, situación o funcionamiento del servicio público, así como del nexo causal entre los mismos y la lesión, ha de correr a cargo de la parte que reclama la indemnización de la Administración, como consecuencia de lo establecido en el art. 1.214 del Código Civil”, e igualmente en otras muchas sentencias, como por ejemplo, las de 23 de junio de 1987 y 14 de diciembre de 1993”.

Dicha relación de causalidad no ha sido probada por el reclamante, no pudiéndose deducir de la mera afirmación de unos hechos la prueba de los mismos.

La jurisprudencia del Tribunal Supremo respecto a la relación de causalidad afirma lo siguiente: “el concepto de relación causal a los efectos de poder apreciar la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, se resiste a ser definido apriorísticamente, con carácter general, puesto que cualquier acaecimiento lesivo se presenta normalmente no ya como el efecto de una sola causa, sino más bien como el resultado de un complejo de hechos y condiciones que pueden ser autónomos entre sí o dependientes unos de otros, dotados sin duda, en su individualidad, en mayor o menor medida, de un cierto poder causal, reduciéndose el problema a fijar entonces qué hecho o condición puede ser considerado como relevante por sí mismo para producir el resultado final y la doctrina administrativa tratándose de definir que sea relación causal a los efectos de apreciar la existencia, o no, de responsabilidad para las Administraciones Públicas, se inclina por la tesis de la causalidad adecuada que consiste en determinar si la concurrencia del daño era de esperar en la esfera del curso normal de los acontecimientos, o si, por el contrario, queda fuera de este posible cálculo, de tal forma que sólo en el primer caso si el resultado se corresponde con la actuación que lo originó, es adecuado a ésta, se encuentra en relación causal con ella y sirve como fundamento del deber de indemnizar. Esta causa adecuada o causa eficiente exige un presupuesto, una “conditio sine qua non”, esto es, un acto o un hecho sin el cual es inconcebible que otro hecho o evento se considere consecuencia o efecto del primero. Ahora bien, esta condición por sí sola no basta para definir la causalidad adecuada sino que es necesario, además, que resulte normalmente idónea para determinar aquel evento, o resultado, tomando en consideración todas las circunstancias del caso; esto es, que exista una adecuación objetiva entre acto y evento, lo que se ha llamado verosimilitud del nexo y sólo cuando sea así, dicha condición alcanza la categoría de causa adecuada, causa eficiente o causa próxima y verdadera del daño, quedando así excluidos tanto los actos indiferentes como los inadecuados o inidóneos y los absolutamente extraordinarios”, (sentencias de 28 de octubre y 28 de noviembre de 1998, entre otras).

La causa alegada por el reclamante, en definitiva, la supuesta presencia de suciedad y excrementos en la acera, no resulta probada ni es idónea para determinar la existencia de responsabilidad patrimonial de la Administración. Además, como hemos señalado, no se ha tenido conocimiento ni constancia de que la alegada haya causado ningún incidente análogo al que se reclama. Por tanto el daño alegado no era de esperar en la esfera del curso normal de los acontecimientos ni resulta normalmente idóneo para determinar aquel evento, o resultado dañoso. Pudiéndose deducir razonablemente que los daños alegados fueron consecuencia de un descuido de la reclamante.

Es decir, en el presente caso la relación de causalidad es inexistente, en este sentido, la Sentencia del Tribunal Supremo de 31 de marzo de 2009, Sala Tercera, sección 6ª, afirma: “… la relación de causalidad no opera del mismo modo en el supuesto de comportamiento omisivo …, tratándose de una omisión de la Administración, no es suficiente una pura conexión lógica para establecer la relación de causalidad: si así fuera, toda lesión acaecida sin que la Administración hubiera hecho nada para evitarla sería imputable a la propia Administración … en el supuesto de comportamiento omisivo, no basta que la intervención de la Administración hubiera impedido la lesión, pues esto conduciría a una ampliación irrazonablemente desmesurada de la responsabilidad patrimonial de la Administración. Es necesario que haya algún otro dato en virtud del cual quepa objetivamente imputar la lesión a dicho comportamiento omisivo de la Administración; y ese dato que permite hacer la imputación objetiva sólo puede ser la existencia de un deber jurídico de actuar … Pero ese deber jurídico sólo se concreta y se hace efectivo cuando … tiene noticia …, lo que no ocurrió en el presente caso.”

Conviene recordar que la Sentencia del Tribunal Supremo de 14 de octubre de 2003 afirma que, “como tiene declarado esta Sala y Sección, en sentencias de 30 de septiembre del corriente, de 13 de septiembre de 2002 y en los reiterados pronunciamientos de este Tribunal Supremo, que la anterior cita, como la sentencia de 5 de julio de 1998, la prestación por la Administración de un determinado servicio público y la titularidad por parte de aquella de la infraestructura material para su prestación, no implica que el vigente sistema de responsabilidad patrimonial objetiva de las Administraciones Públicas, convierta a ésta en aseguradoras universales de todos los riesgos con el fin de prevenir cualquier eventualidad desfavorable o dañosa para los administrados que pueda producirse con independencia del actuar administrativo, porque de lo contrario se transformaría aquél en un sistema providencialista no contemplado en nuestro ordenamiento jurídico”. Además, las sentencias del Tribunal de 13 de noviembre de 1997 y 13 de septiembre de 2002 dicen que “la responsabilidad de todos los resultados lesivos que puedan producirse por el simple uso de instalaciones públicas, sino que, …, es necesario que estos daños sean consecuencia directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal de aquélla”.

El   expediente se puso de manifiesto al interesado por plazo de diez días para que presentará cuantas alegaciones, documentos y justificaciones estimará pertinentes, sin que en dicho plazo presentara ninguna.

No se cumplen los requisitos previstos en Art. 139 de la vigente Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común para que pueda considerarse responsable el Ayuntamiento e indemnizar o resarcir pues no existe nexo causal entre el funcionamiento del servicio municipal y el daño producido.

Emitido informe por la Secretaría General, la Junta de Gobierno Local, por unanimidad de los señores Tenientes de Alcalde, acuerda:
UNO.-Desestimar la reclamación de indemnización suscrita por Victoria Cabello Vargas, al no existir nexo causal entre el funcionamiento del servicio público y los daños cuya indemnización se pretende.

DOS.- Dar traslado del acuerdo al interesado.
X.2.- Reclamación de Responsabilidad Patrimonial R.P. 11/14
Visto el escrito presentado por Rafael Navarro Zamora, con carácter de recurso de reposición contra el acuerdo de la Junta de Gobierno Local de fecha catorce de noviembre de dos mil dieciséis, en el que solicita se acuerde estimar el recurso revocando y anulando el acuerdo adoptado de desestimación de la reclamación de responsabilidad patrimonial, RP núm. 11/2014.

Visto que fue solicitado el dictamen preceptivo del Consell Jurídic Consultiu de la Comunitat Valenciana y en fecha 20/10/2016 emitió informe que concluye:

“Que no procede declarar la responsabilidad del Ayuntamiento de Quart de Poblet en el procedimiento incoado a consecuencia de la reclamación de responsabilidad patrimonial formulada el día 25 de junio de 2014 por D. Rafael Navarro Zamora, que deberá ser desestimada”.

Visto que no se aportan elementos nuevos para modificar el acuerdo de la Junta de Gobierno Local de conformidad con el dictamen 541/2016 del Consell Jurídic Consultiu.
La Junta de Gobierno Local, por unanimidad de los señores Tenientes de Alcalde asistentes a la misma acuerda desestimar el recurso de reposición interpuesto, ratificando el acuerdo impugnado.
X.3.- Reclamación responsabilidad patrimonial R.P. 22/14.
Formulada reclamación de responsabilidad patrimonial por Dª Josefa Belmonte Cánovas por los daños ocasionados el día 26 de noviembre de 2014, con motivo de una caída en la acera izquierda de la entrada al Barrio San Jerónimo, C/Manuel Vilar, núm. 3, por el mal estado de la acera.

La Policía Local emite el siguiente informe: 

Consta en nuestro archivo la asistencia a la calle Manuel Vilar núm. 3 del Barrio San Jerónimo, donde Josefina Belmonte Canovas, manifiesta haber sufrido una caída en la acera debido al estado de la misma.

Que por parte de la fuerza actuante se verifica el estado de la acera realizando fotografía del lugar, manifestando igualmente la reclamante que al pasar por dicho lugar ha tropezado en la parte de la acera que se encuentra levantada debido a las raíces del árbol existente en el lugar.

Emitido el informe técnico, suscriben que: 

Realizada la inspección “in situ” en el lugar de los hechos el día 30 de Noviembre de 2015, se comprueba que existe un levantamiento de la acera como consecuencia de las raíces de uno de los árboles instalados, coincidiendo con la línea donde se encuentran los alcorques de los árboles y por tanto no es el paso natural de transitar por la acera. El espacio dispuesto entre los alcorques y las fachadas de los inmuebles no presenta dificultad para transitar por el mismo, encontrándose en buen estado para su uso.

No obstante, se hará un parte de trabajo para sanear las zonas que puedan sufrir desperfectos como consecuencia de las raíces de los árboles.

Sobre los hechos, no obra en el expediente prueba alguna que corrobore lo afirmado por la reclamante en su escrito de reclamación.

No queda pues, acreditado con la documentación aportada al procedimiento, que la caída se produjese en el lugar indicado, dado que la simple manifestación de la reclamante y las fotografías aportadas, no son prueba suficiente de ello. La  policía intervino después de que ocurrieran los hechos, por lo que no fueron testigos de lo ocurrido. No se aportan elementos probatorios.

Sobre la relación de causalidad, la primera y fundamental justificación que ha de exigirse a toda reclamación de daños y perjuicios, por imperativo legal, ha de versar precisamente sobre la relación causa-efecto entre el funcionamiento de los servicios públicos y el daño alegado por la reclamante, siendo necesario que el nexo causal sea directo, inmediato y exclusivo, de forma que la existencia de otros factores, exonera la responsabilidad si es determinante del resultado lesivo, tal y como se ha pronunciado el Consejo de Estado en numerosos dictámenes “para la estimación de la reclamación no basta con probar el daño y la existencia del obstáculo, si no que es necesario acreditar la realidad del accidente, la relación de causalidad entre la lesión y el funcionamiento de los servicios de conservación “ (Dictamen 1604 Secc. 6ª 23-1-92).

La doctrina jurisprudencial más reciente viene sosteniendo la objetivación de la responsabilidad patrimonial de la Administración, pero ello no convierte a éste en un asegurador que deba responder en todos los casos en que se produzca un resultado lesivo a raíz de la utilización de bienes o servicio públicos, sino que es necesario que exista un vínculo causal entre el resultado en cuestión y el actuar de la Administración.

Incumbe a la reclamante la prueba del hecho constitutivo en el que fundamenta la pretensión indemnizatoria, debiendo aportar elementos de conocimiento necesarios que fundamenten su realidad, así como el modo y circunstancias que rodearon el suceso y la relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio público y los daños alegados.

En definitiva, aún acreditada, como hipótesis, la realidad de unos daños, no existe ninguna convicción acerca de la realidad de la versión ofrecida por la reclamante. Dicho de otra forma, acreditada la realidad de unos daños, ello por sí solo no puede implicar ni presuponer en absoluto la responsabilidad patrimonial de la Administración, si no queda claramente probado que los daños en que se basa la reclamación se han debido a causa imputable a la Administración. Para declarar tal responsabilidad ha de justificarse que los hechos alegados por la reclamante son ciertos, es decir, que el accidente se ha producido precisamente del modo alegado por la misma, extremo éste que no ha resultado debidamente probado.

En el supuesto de que la caída se hubiera producido en el lugar indicado por la reclamante, hecho que no ha quedado probado, existe un levantamiento de la acera como consecuencia de las raíces de uno de los árboles instalados en la calle Manuel Vilar, coincidiendo este levantamiento con la línea donde se encuentran los alcorques de los árboles y por tanto no es el paso natural de transitar por la acera. 

El espacio y pavimento dispuesto entre los alcorques y las fachadas de los inmuebles no presenta dificultad para transitar por el mismo, por lo que la acera afectada por las raíces de los árboles en la franja coincidente con la línea de los alcorques no afecta a la parte libre para el tránsito de peatones que se encuentra en buen estado para su uso.

No se cumplen los requisitos previstos en Art. 139 de la vigente Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común para que pueda considerarse responsable el Ayuntamiento e indemnizar o resarcir, pues no existe nexo causal entre el funcionamiento del servicio municipal y el daño producido.
La Junta de Gobierno Local, por unanimidad de los señores Tenientes de Alcalde asistentes a la misma, acuerda:

UNO.- Desestimar la reclamación de indemnización suscrita por Josefa Belmonte Cánovas, al no existir nexo causal entre el funcionamiento del servicio público y los daños cuya indemnización se pretende.

DOS.- Dar traslado del acuerdo al interesado.
X.4.- Reclamación responsabilidad patrimonial 7/2016.
Presentada reclamación de responsabilidad patrimonial por D. Francisco Faubel Cubells, en representación de D. José Vicente Bon García, en fecha 10 de marzo de 2016, por los daños ocasionados el día 21 de mayo de 2015, cuando circulaba con el turismo de su propiedad Mazda CX 7, 9322-GTX, por la Calle Roll de les Eres, produciéndose el daño en el vehículo al acceder a un solar y golpearse contra un poste.
La evaluación económica de la responsabilidad patrimonial reclamada asciende a un importe de tres mil trescientos cuarenta y siete euros con treinta y dos céntimos de euro (3.347,32.-Euros).

La Policía Local, en fecha de 4 de mayo de 2016, emite el siguiente informe: 
Consta en nuestro archivo la reclamación de José Vicente Bon García, indicando que al pasar con su vehículo por la zona del “pipican” en la c/ Roll de les Eres, ha golpeado un hierro y ha producido daños en su vehículo.
Personada la patrulla interviniente en el lugar, se identifica al implicado confeccionando el correspondiente parte de accidente y realizando reportaje fotográfico.

En informe emitido por los Servicios Técnicos, se hace constar que realizada visita de inspección “in situ” en el lugar de los hechos con fecha de 30 de Junio de 2015 en la c/ Roll de les Eres, se comprueba que dicho poste no se encuentra en el acceso al solar.
Los Servicios Técnicos suscriben que el acceso al solar se encuentra libre de cualquier obstáculo que pudiera existir anteriormente. Así mismo, el poste que, según informes existentes en el expediente, existía en la fecha en la cual se produjo el golpe, no se encontraba en mitad del acceso (según documentación fotográfica existente en el departamento) por lo que el acceso al solar se podía realizar de forma correcta y segura.

El expediente se puso de manifiesto al interesado por plazo de diez días para que presentara cuantas alegaciones, documentos y justificantes estimara pertinentes, a tal efecto, el Sr. Francisco Faubel Cubells, en representación de D. José Vicente Bon García, presenta el día 9 de Febrero de 2017 escrito de alegaciones y manifiesta:

Que de la prueba que consta en las actuaciones quedan acreditados los daños en el vehículo Mazda, como consecuencia del funcionamiento del servicio de mantenimiento de la vía pública del Ayuntamiento de Quart de Poblet
 En el reportaje fotográfico que se adjunta en el informe emitido por la Policía Local de Quart de Poblet, se puede observar que se trata de un poste de hierro corto y sito en medio de la vía por la que circulan los vehículos, lo que constituye un peligro tanto para peatones como para vehículos pues al ser de pequeñas dimensiones y no estar señalizado, no se ve, lo que provocó la colisión del vehículo contra el mismo.
Estando acreditados y evaluados los daños del vehículo en 3.347,32€, habiéndose acreditado el nexo causal entre los daños y la colisión contra un poste de hierro existente en la vía pública, siendo el daño consecuencia del funcionamiento anormal del servicio de mantenimiento de la vía pública; y no concurriendo fuerza mayor, se reconozca a D. José Vicente Bon García el derecho a una indemnización de 3.347,32€.

Sobre los hechos alegados cabe aplicar la doctrina desarrollada por nuestros tribunales en virtud del artículo 106.2 de la Constitución, el Título X de la Ley 30/1992 de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y el Procedimiento Administrativo común; el Reglamento que desarrolla tal materia, esto es el  RD 429/1993 de 26 de marzo, así, se establece que son requisitos necesarios para el nacimiento de la responsabilidad patrimonial de la Administración: a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado con relación a una persona o grupo de personas; b) Que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos, exigiendo que se produzca un daño en relación directa e inmediata y exclusiva de causa a efecto, sin intervención extraña que pudiera interferir alterando el nexo causal; c) Que no concurra fuerza mayor; d) Que el particular no tenga el deber jurídico de soportar los daños de acuerdo con la Ley; e) Que no haya prescrito el derecho a reclamar y que se ejercite por persona legitimada. 
Por otra parte, la carga de la prueba corresponde a quien alega los hechos.

Así, incumbe al reclamante la prueba del hecho constitutivo en el que fundamenta la pretensión indemnizatoria, debiendo aportar  elementos de conocimiento necesarios que fundamenten su realidad, así como el modo y circunstancias que rodearon el suceso y la relación de causalidad entre el funcionamiento de la Administración y el daño producido.

Expuestos los hechos, y analizados los documentos que obran en el expediente, debemos concluir que, a la vista del informe policial y el informe del Servicio Técnico,  se demuestra la realidad de la existencia de un poste en la dirección indicada.
Según informes existentes en el expediente,  en la fecha en la cual se produjo el golpe, no se encontraba el poste en mitad del acceso (según documentación fotográfica existente en el departamento) por lo que el acceso al solar se podía realizar de forma correcta y segura.

Por lo expuesto, en aplicación de los requisitos exigidos jurisprudencialmente, entendemos que, siendo reconocida la existencia de tal poste, era necesario exigirle al conductor una diligencia media en el ejercicio de tal actividad. 
Acreditada la existencia de unos daños, no puede por sí solo presuponer la responsabilidad patrimonial de la Administración si no queda claramente probado que los daños en que se basa tal reclamación se han debido a causa imputable a la Administración, cuestión que en este caso no sucede. 

Por estos motivos determinamos que se rompe el nexo causal exigido entre el funcionamiento de la Administración y el daño sufrido por el ahora reclamante, pues la doctrina más reciente viene sosteniendo la objetivización de la responsabilidad patrimonial de la Administración, pero ello no convierte a éste en un asegurador que deba responder en todos los casos en que se produzca un resultado lesivo a raíz de la utilización de un bien o servicio público, sino que es necesario que exista un vínculo causal entre el resultado en cuestión y el actuar de la Administración, que en este caso se rompe al no prestarse la diligencia necesaria en la actividad de circulación ejecutada por la reclamante, pudiéndose haber evitado el daño si se hubiera circulado con mas precaución y se hubieran adoptado las medidas necesarias para evitar el obstáculo .

Por lo expuesto, no se cumplen los requisitos previstos en Art. 139 y siguientes de la vigente Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común para que pueda considerarse responsable el Ayuntamiento e indemnizar o resarcir pues no existe nexo causal entre el funcionamiento del servicio municipal y el daño producido.

Emitido informe por la Secretaría General, la Junta de Gobierno Local, por unanimidad de los señores Tenientes de Alcalde asistentes a la misma, acuerda:

UNO. Desestimar la reclamación de indemnización suscrita por D. José Vicente Bon García, al no existir nexo causal entre el funcionamiento del servicio público y los daños cuya indemnización se pretende. 

DOS.- Dar traslado del acuerdo al interesado.

X.5.- Reclamación responsabilidad patrimonial 14/2015
Presentada reclamación de responsabilidad patrimonial en fecha 26 de marzo de 2015, por Dª Sheyla Mollá Echazarreta en representación de D. José Ángel Martínez Valiente, por daños ocasionados el día 30 de diciembre de 2014, cuando circulaba con el turismo de su propiedad Peugeot 206, 5781-CZM, por la Calle Riu Sec, por la existencia de un socavón en la calzada.
La evaluación económica de la responsabilidad patrimonial reclamada asciende a un importe de quinientos noventa y cuatro euros con setenta y tres céntimos de euro (594,73.-Euros).

La Policía Local, en fecha de 23 de julio de 2015, emite el siguiente informe: 
Consta en nuestro archivo la asistencia al requerimiento del conductor del turismo con matrícula 5781-CZM, el cual al parecer y su manifestación ha sufrido daños a causa de un socavón existente en la calzada en calle Riu Sec.
Personada la patrulla en el lugar indicado comprueba la existencia del mencionado socavón con una dimensión aproximada de metro y medio de diámetro y una profundidad de 12 centímetros.
Que en el lugar se encuentran restos de infraestructura de un vehículo y un turismo Peugeot 206, 5781-CZM, con daños en la parte baja del paragolpes delantero.
Que se comprueba la documentación del vehículo y se realiza reportaje fotográfico.
Por lo que se refiere a la zona indicada la velocidad está limitada genéricamente a 50km/h, e independientemente de los límites establecidos, el conductor debe ajustar la velocidad a las especiales circunstancias de la vía (velocidad precautoria), según el Reglamento General de Circulación Capítulo II, Velocidad, Sección, Límites de Velocidad, en su artículo 45, adecuación de la velocidad a las circunstancias de la vía.
Todo conductor está obligado a respetar los límites de velocidad establecidos y a tener en cuenta, además, sus propias condiciones físicas y psíquicas, las características y el estado de la vía, del vehículo y de su carga, las condiciones meteorológicas, ambientales y de circulación, y en general, cuantas circunstancias concurran en cada momento , a fin de adecuar la velocidad de su vehículo a ellas, de manera que siempre pueda detenerlo dentro de los límites de su campo de visión, y antes cualquier obstáculo que pueda presentarse. (art.19, del texto articulado).
En base a dicha reglamentación y teniendo en cuenta la longitud de la vía, parece lógico pensar que si la velocidad era la adecuada a las circunstancias del tipo de vía y sus características, existe una duda razonable para intuir que no se adoptaron las medidas de seguridad vial exigibles, dependiendo de los daños, del tipo de vehículo, y de las características y estado de la vía, seria aconsejable en su caso adjuntar informe pericial, que determine si a la velocidad legal o precautoria, pueden originarse los daños referidos.

En informe emitido por los Servicios Técnicos, se hace constar que realizada visita de inspección “in situ” en el lugar de los hechos con fecha de 21 de Mayo de 2015 en la calle Riu Sec, se comprueba la existencia de un socavón de 1,5x1,5m con una profundidad aproximada de 12 cm.
Los Servicios Técnicos suscriben que no se trata de un emplazamiento que se encuentre urbanizado, lo cual, únicamente se podrá realizar con motivo de la ejecución del proyecto de urbanización que se realice con motivo del Programa de Actuación Urbanística (PAI) en el que se encuentre integrado, y por tanto la velocidad de los vehículos que circulen por sus vías, deberán adaptarse al estado en que se encuentre la zona.

El expediente se puso de manifiesto al interesado por plazo de diez días para que presentara cuantas alegaciones, documentos y justificantes estimara pertinentes, a tal efecto, la Sra. Sheyla Mollá Echazarreta en representación de D. José Ángel Martínez Valiente, presenta el día 1 de Agosto de 2016 escrito de alegaciones y manifiesta:
Que debido a un socavón en la calzada, sin señalización alguna, el turismo propiedad de D. José Ángel Martínez Valiente se introdujo en el mismo, provocando daños de consideración en el meritado vehículo.
Los hechos fueron verificados por la Policía Local, conforme hacen constar en el informe emitido en que incluso indican que con posterioridad “se señaliza la zona con un cono y cinta policial”.
Ante tales circunstancias, la Administración debió optar, cuanto menos, medidas encaminadas a advertir a los usuarios de la vía de la existencia del “socavón de un metro de diámetro u unos doce centímetros de profundidad”; por lo que faltó a su deber de cuidado, vigilancia y mantenimiento.
Así pues, siendo la causa del siniestro el incorrecto funcionamiento de los servicios públicos, ante el incumplimiento o defectuosa obligación de su obligación  de cuidado, vigilancia y mantenimiento de la vía pública, reiteramos nuestra solicitud en el sentido que se reconozca a esta parte el derecho a una indemnización por importe de quinientos noventa y cuatro euros con setenta y tres céntimos de euro (594,73. €) por los daños producidos en el vehículo 5781-CZM.

Sobre los hechos alegados cabe aplicar la doctrina desarrollada por nuestros tribunales en virtud del artículo 106.2 de la Constitución, el Título X de la Ley 30/1992 de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y el Procedimiento Administrativo común; el Reglamento que desarrolla tal materia, esto es el  RD 429/1993 de 26 de marzo, así, se establece que son requisitos necesarios para el nacimiento de la responsabilidad patrimonial de la Administración: a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado con relación a una persona o grupo de personas; b) Que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos, exigiendo que se produzca un daño en relación directa e inmediata y exclusiva de causa a efecto, sin intervención extraña que pudiera interferir alterando el nexo causal; c) Que no concurra fuerza mayor; d) Que el particular no tenga el deber jurídico de soportar los daños de acuerdo con la Ley; e) Que no haya prescrito el derecho a reclamar y que se ejercite por persona legitimada. 
Por otra parte, la carga de la prueba corresponde a quien alega los hechos.

Así, incumbe al reclamante la prueba del hecho constitutivo en el que fundamenta la pretensión indemnizatoria, debiendo aportar  elementos de conocimiento necesarios que fundamenten su realidad, así como el modo y circunstancias que rodearon el suceso y la relación de causalidad entre el funcionamiento de la Administración y el daño producido.

Expuestos lo hechos, y analizados los documentos que obran en el expediente, debemos concluir que, a la vista del informe policial y el informe del Servicio Técnico,  se demuestra la realidad de la existencia de un socavón en la dirección indicada, y una serie de daños en el vehículo del reclamante.

Se comprueba por la Policía que el estado de la calzada en cuanto a su pavimentación es perfectamente visible, estando la velocidad limitada genéricamente a 50 Km/h.

Por lo expuesto, en aplicación de los requisitos exigidos jurisprudencialmente, entendemos que, siendo reconocida la existencia de tal socavón, era necesario exigirle al conductor una diligencia media en el ejercicio de tal actividad. Según el informe de Policía Local “teniendo en cuenta la longitud de la vía, parece lógico pensar que si la velocidad era la adecuada a las circunstancias del tipo de vía y sus características, existe una duda razonable para intuir que no se adoptaron las medidas de seguridad vial exigibles, dependiendo de los daños, del tipo de vehículo, y de las características y estado de la vía”.

Acreditada la existencia de unos daños, no puede por sí solo presuponer la responsabilidad patrimonial de la Administración si no queda claramente probado que los daños en que se basa tal reclamación se han debido a causa imputable a la Administración, cuestión que en este caso no sucede. 

Por estos motivos determinamos que se rompe el nexo causal exigido entre el funcionamiento de la Administración y el daño sufrido por el ahora reclamante, pues la doctrina más reciente viene sosteniendo la objetivización de la responsabilidad patrimonial de la Administración, pero ello no convierte a éste en un asegurador que deba responder en todos los casos en que se produzca un resultado lesivo a raíz de la utilización de un bien o servicio público, sino que es necesario que exista un vínculo causal entre el resultado en cuestión y el actuar de la Administración, que en este caso se rompe al no prestarse la diligencia necesaria en la actividad de circulación ejecutada por la reclamante, pudiéndose haber evitado el daño si se hubiera circulado con mas precaución y se hubieran adoptado las medidas necesarias para evitar el obstáculo presentado en la calzada.

Por lo expuesto, no se cumplen los requisitos previstos en Art. 139 y siguientes de la vigente Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común para que pueda considerarse responsable el Ayuntamiento e indemnizar o resarcir pues no existe nexo causal entre el funcionamiento del servicio municipal y el daño producido.

Emitido informe por la Secretaría General que esta Junta de Gobierno Local hace suyo, por unanimidad de los señores Tenientes de Alcalde asistentes a la misma, acuerda:

UNO.- Desestimar la reclamación de indemnización suscrita por D. José Ángel Martínez Valiente, al no existir nexo causal entre el funcionamiento del servicio público y los daños cuya indemnización se pretende. 
DOS. Dar traslado del acuerdo a la interesada.

X.6.- Reclamación responsabilidad patrimonial 13/2015.
D. José Martínez Pines y Dª Raquel Núñez-Álvarez Ramos, representados por Dª Sheyla Mollá Echazarreta presentan reclamación de responsabilidad patrimonial en fecha 26 de marzo de 2015, por daños ocasionados el día 20 de julio de 2014, cuando circulaban por la Avda Real Monastir de Santa María de Poblet José Martínez Pines conduciendo la motocicleta Kawasaki Z1000, 9915-GPC siendo Raquel Núñez-Álvarez Ramos ocupante de la misma, por la existencia de una sustancia resbaladiza en la calzada que provoca la caída de la motocicleta y las consiguientes lesiones en sus ocupantes.
La indemnización reclamada asciende a un importe de siete mil cuatrocientos cuarenta y dos euros con sesenta céntimos de euro (7.442,6. €).
La cuantificación económica presentada corresponde en aplicación del baremo de 2014:
A favor de José Martínez Pines
10 días impeditivos a razón de 58,41 = 584,10.

5 puntos de secuela a razón de 864,98 = 4.324,9.

10% factor corrector: 490,9.

TOTAL LESIONES: 5.399,9. Euros
 A favor de Raquel Núñez-Álvarez Ramos
4 días impeditivos a razón de 58,41 = 233,64.

2 puntos de secuela a razón de 811,64 = 1.623,36.

10% factor corrector: 185,7.

TOTAL LESIONES: 2.042,7. Euros

Se practicaron diligencias el día 20 de julio de 2015 a las 13:00 horas, manifestando que:
 La sustancia resbaladiza podría ser gasoil u otra sustancia análoga que podría haber vertido algún vehículo pesado al tomar la curva desconociéndose por completo el vehículo que lo ha vertido.
Las dos personas heridas presentan quemaduras por el asfalto en el costado derecho del cuerpo siendo mayores las heridas del conductor, puesto que no llevaba ninguna prenda protectora. La motocicleta presentaba diversos rascones en el lado derecho, desconociendo si presentaba mas daños.
Una vez abandonan el lugar los accidentados se procede a señalizar la zona con conos para evitar mas caídas y se llama a la brigada de limpieza de la vía, aguantando la patrulla en el lugar y señalizando la zona hasta que los servicios de limpieza dejan totalmente limpio el asfalto y sin peligro para la circulación de vehículos por la vía.
Las diligencias se dan por finalizadas a las 13:30 horas del día 20 de julio de 2015.

Visto el informe de la Policía Local, de fecha 8 de junio de 2016:
Consta en nuestro archivo la asistencia a accidente de circulación, en el que la patrulla actuante durante el recorrido de servicio de vigilancia se encontraron una motocicleta en el suelo y a dos personas levantándose del mismo.
Que observan que igualmente una mancha de unos 30 metros de vertido de un líquido aceitoso que pudiera tratarse de gasoil, desconociendo el vehículo causante ni cuando se dio el vertido.
Que se presta auxilio a los accidentados declinando estos el traslado a centro médico aduciendo que lo harían por sus medios, dejando pendiente una posterior comparecencia en el reten policial, hecho este que no se produjo. Por lo que se instruyeron diligencia a prevención y se remitieron al juzgado decano.

El expediente se puso de manifiesto al interesado por plazo de diez días para que presentara cuantas alegaciones, documentos y justificantes estimara pertinentes, para que en dicho plazo presente escrito de alegaciones manifestando que el motivo de la caída que provocó el accidente con la motocicleta fue la existencia de una mancha de una sustancia resbaladiza en la calzada, responsabilidad de la Administración.

A tal efecto, Dª Sheyla Mollá Echazarreta presentó escrito de alegaciones en fecha 10 de agosto de 2016, solicitando que se reconozca el derecho a una indemnización a sus representados por importe de 5.399,9 euros a favor de José Martínez Pines, y de 2.042,7 euros a favor de Raquel Núñez-Álvarez Ramos. La indemnización reclamada asciende a un importe de siete mil cuatrocientos cuarenta y dos euros con sesenta céntimos de euro (7.442,6. €).

Sobre los hechos alegados cabe aplicar la doctrina desarrollada por nuestros tribunales en virtud del artículo 106.2 de la Constitución, el Título X de la Ley 30/1992 de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y el Procedimiento Administrativo común; el Reglamento que desarrolla tal materia, esto es el  RD 429/1993 de 26 de marzo, así, se establece que son requisitos necesarios para el nacimiento de la responsabilidad patrimonial de la Administración: a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado con relación a una persona o grupo de personas; b) Que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos, exigiendo que se produzca un daño en relación directa e inmediata y exclusiva de causa a efecto, sin intervención extraña que pudiera interferir alterando el nexo causal; c) Que no concurra fuerza mayor; d) Que el particular no tenga el deber jurídico de soportar los daños de acuerdo con la Ley; e) Que no haya prescrito el derecho a reclamar y que se ejercite por persona legitimada. 
Por otra parte, la carga de la prueba corresponde a quien alega los hechos.

Así, incumbe al reclamante la prueba del hecho constitutivo en el que fundamenta la pretensión indemnizatoria, debiendo aportar  elementos de conocimiento necesarios que fundamenten su realidad, así como el modo y circunstancias que rodearon el suceso y la relación de causalidad entre el funcionamiento de la Administración y el daño producido.
Expuestos lo hechos, y analizados los documentos que obran en el expediente, debemos concluir que, a la vista del informe policial y el atestado se demuestra la realidad de la existencia de los hechos, pero no queda acreditado el nexo causal, pues se indica que la sustancia resbaladiza podría ser gasoil u otra sustancia análoga que podría haber vertido algún vehículo pesado al tomar la curva desconociéndose por completo el vehículo que lo ha vertido.

La doctrina más reciente viene sosteniendo la objetivización de la responsabilidad patrimonial de la Administración, pero ello no convierte a éste en un asegurador que deba responder en todos los casos en que se produzca un resultado lesivo a raíz de la utilización de un bien o servicio público. 
Acreditada la existencia de los hechos, es necesario que exista un vínculo causal entre el resultado en cuestión y el actuar de la Administración, cuestión que en este caso no se acredita, pues se le exige a los ciudadanos una diligencia media en el ejercicio de la circulación por la vía pública con vehículos a motor, pues ello supone una responsabilidad y entraña un riesgo para con su persona y el resto de usuarios de la vía, por tanto si las condiciones de la vía eran aquellas, es decir, visibilidad, tiempo, calzada y pavimento en buenas condiciones, el hecho de que fortuitamente se produjese ese vertido no responsabiliza a la Administración, pues una vez tuvo constancia del mismo procedió a la realización de las actuaciones necesarias como la señalización  y limpieza del asfalto para la correcta circulación por vía.

Así, podemos concluir que no se cumplen los requisitos exigidos en el artículo 139 y siguientes de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, ni los exigidos jurisprudencialmente, para que pueda considerarse responsable el Ayuntamiento e indemnizar o resarcir, pues no existe nexo causal entre el funcionamiento del mismo y el daño producido.

Emitido informe por la Secretaría General, la Junta de Gobierno Local, por unanimidad de los señores Tenientes de Alcalde asistentes, acuerda:

UNO.- Desestimar la reclamación de indemnización suscrita por Antonio Baldo Escamilla al no existir nexo causal entre el funcionamiento del servicio público y los daños cuya indemnización se pretende.

DOS.- Dar traslado del acuerdo al interesado.

XI.- PROPUESTAS BASES PREMIO “Q” AL COMERCIO EXCELENTE E INICIATIVA EMPRENDEDORA.
Queda sobre la mesa.

XII.- URGENCIAS.
No hubieron

XIII.- COMUNICACIONES.
No hubieron

Y no habiendo más asuntos que tratar, siendo las veintidós horas y treinta minutos (22’30h) del día al principio reseñado, veintiocho de febrero de dos mil diecisiete, la Sra. Presidenta levantó la sesión, y de los acuerdos en ella adoptados se extiende la presente Acta, de que yo, el Secretario, certifico. 
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